Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 10 minutos.) 


La Comisión tiene el gusto de recibir a una nutrida delegación para analizar el tema vinculado 
con la industria nacional de la vestimenta. 


Cedemos el uso de la palabra a la señora Corsini en representación del Ministerio de 
Industria, Energía y Minería. 


SEÑORA CORSINI.- En primer término, queremos agradecer la invitación y también pedir disculpas 
por la ausencia del economista Sebastián Torres, quien se encuentra en el exterior atendiendo un 
compromiso organizado hace mucho tiempo. 


Hemos venido en representación del Consejo de la Vestimenta, que ha estado trabajando 
desde el año 2008. El trabajo tripartito se ha hecho en un muy buen ambiente y al respecto debemos 
decir que el nuestro es uno de los grupos que ha logrado realmente más productos en cuanto a 
consenso en el trabajo entre empresarios, trabajadores y Gobierno, habiendo realizado todos muy 
buenos aportes. 


De todo el trabajo que tuvimos dentro de la Comisión salió una propuesta de todos los temas 
que están afectando al sector, como son los problemas de competitividad, de atraso tecnológico, de 
capacitación y de la gran obsolescencia que existe en el área de la formalización, así como del 
problema del trabajo a domicilio en condiciones precarias. De todo lo que se resume en esos términos 
surgió un proyecto de decreto que el Poder Ejecutivo modificó y terminó siendo el proyecto de ley de la 
vestimenta, que no es exactamente como lo habíamos planificado porque se fue ajustando. Este 
proyecto intenta cubrir esas problemáticas o deficiencias que el sector ha demostrado en su historia, 
especialmente en los últimos años, enfrentando importaciones a bajos precios y en volúmenes 
enormes que hacen una competencia desleal y ha afectado mucho la competitividad del sector, tanto 
en el país como en los mercados de destino de nuestras exportaciones. Asimismo, hemos enfrentado 
el problema del cierre de empresas en virtud de la pérdida de mercados por baja competitividad y 
situaciones vinculadas con el cambio. Fundamentalmente, entre nuestras preocupaciones se encuentra 
el tema de la informalidad que llega a niveles de alrededor de 10.000 personas, entre las que hay 
informales totales, otras que son subcontratadas por las empresas, también formal e informalmente, y 
el caso más grave es el de las personas que trabajan en las empresas y no son declaradas. Esta 
situación trae como consecuencia un perjuicio enorme para el trabajador, desde el punto de vista de la 
seguridad social y de todos los derechos que le competen por serlo. Estamos pensando en un régimen 
de trazabilidad, contenido en el proyecto de ley que intenta regular, a través de una especie de 
etiquetado, la mano de obra involucrada en cada uno de los productos. Con respecto al régimen de 
trabajo a domicilio, se intenta poner en práctica todas las reglamentaciones existentes de la OIT que no 
se estaban cumpliendo. A través de un compendio se logra regular un régimen que va a permitir 
mejorar las condiciones precarias de trabajo de muchas personas. 


Lo último que quiero decir como coordinadora del Consejo de la Vestimenta y del Gabinete 
Productivo, es que hemos trabajado mucho en la coordinación de estos consejos productivos en los 
que hicimos un plan estratégico que presentamos en junio de este año. En ese plan no solamente se 
presentaron estos temas, que son fundamentales, sino que también apuntamos a la proactividad, 
enfrentando las dificultades a través de la búsqueda de formas de desarrollar el sector. En este 
momento estamos encaminados, en el área de la vestimenta, en desarrollar el abastecimiento de las 
compras públicas, para lo cual comenzamos con un proyecto de la Intendencia de Montevideo, 
tratando de que se replique en otros organismos del Estado, como son los Ministerios del Interior y de 
Defensa Nacional. El objetivo es que la vestimenta tenga un lugar dentro de las compras públicas, 
trabajando con el Latu para ver las especificaciones y con el Inefop para lo relativo a la capacitación. 
En definitiva, intentamos que el sector se desarrolle y esto es más valorado por algunas empresas que 


suelen ser las más pequeñas o las más marginadas a la hora de acceder a ese tipo de proyectos. Este 
programa, además, contempla la posibilidad de llegar a los pequeños empresarios. También tenemos 4 
o 5 programas más como herramientas y todo apunta al desarrollo del sector. 


SEÑOR MOREIRA.- Represento al Sindicato Único de la Aguja. 


En primer lugar, quiero agradecer a los miembros de la Comisión que nos hayan recibido 
porque creo que estas reuniones son el ámbito en el que podemos profundizar sobre el significado de 
este proyecto de ley que está en discusión y que abarca a miles de trabajadores y cientos de 
empresas. Cuando hablo de cientos de empresas no solo me refiero a las más conocidas, a las más 
grandes, a las exportadoras, sino a todas las unidades productivas, porque tenemos desde empresas 
con más de 200 trabajadores a otras con 5 o 6 funcionarios. 


Para ser bien gráfico -comparto las palabras de la compañera Corsini-, debo decir que desde 
el año 2008 comenzamos a discutir estos temas en buenos términos, sobre todo, si tenemos en cuenta 
que partimos de diagnósticos totalmente distintos. Al comienzo de las reuniones el sindicato planteó un 
diagnóstico -también los empresarios y la delegación del Poder Ejecutivo lo tenían- y pensamos que 
iba a diferir de los otros. Como sindicato, por conocer la realidad de los trabajadores que se 
desempeñan en la informalidad, partíamos de un diagnóstico que trataba esos temas. Planteábamos la 
informalidad y la necesidad de contar con herramientas que nos ayudaran a eliminarla porque con 
trabajadores cada vez más formalizados la capacitación era mucho más fácil y mayor la búsqueda de 
soluciones que pudieran consensuar todas las posiciones. 


Quisiera hacer énfasis en uno de los capítulos de este proyecto de ley: el de la trazabilidad. 
Como sindicato, a partir de 1970 y a través de otro viejo proyecto de ley, planteamos el tema de la 
informalidad y propusimos crear un organismo que nos permitiera combatir ese fenómeno, porque la 
informalidad no es un invento uruguayo. En la industria de la vestimenta la informalidad es una 
cuestión casi coyuntural e inherente a esta industria a nivel internacional. Lo que contiene el capítulo 
de trazabilidad, y que como sindicato valoramos muchísimo, es la forma que tienen los empresarios y 
los trabajadores de incidir, a través de esa Comisión Asesora que se crea. Me refiero a la participación 
de los actores directamente involucrados en el mundo del trabajo, que pueden dar su opinión y 
asesorar al Poder Ejecutivo acerca de las cosas que habría que combatir, investigar o inspeccionar. 


Creo que ese capítulo de trazabilidad es el fuerte de este proyecto de ley, pero sería una 
herramienta insuficiente si no contemplara los otros dos capítulos. ¿Por qué digo esto? Porque ya 
existe una ley de etiquetado de la industria de la vestimenta, pero a lo largo de su vida ha demostrado 
que no fue tan eficaz como se pensó. 


El nuevo etiquetado que, como dije, contempla la participación de los actores sociales - 
empresarios y trabajadores- tiene otra fortaleza cuando se lo vincula con los otros dos capítulos. El del 
trabajo a domicilio tiene mucho que ver, porque crea un registro de empresas. Se puede decir que 
todas deben estar registradas en el Banco de Previsión Social y en la Dirección General Impositiva, 
pero ha quedado demostrado que eso ha sido ineficiente. Ese registro ha permitido determinar que 
entre 7.000 y 10.000 personas trabajan informalmente. Por lo tanto, queda demostrado que esos 
mecanismos tampoco son suficientemente competitivos para combatir ese flagelo. 


El etiquetado, con el aporte de los empresarios y de los trabajadores, basado en un registro 
de empresas que manejará -como dice la norma- el Ministerio de Industria, Energía y Minería, nos 
permitirá saber cuáles funcionan como tales y las que aparecen como “trabajo a domicilio” -entre 
comillas-, por lo que es importante vincular este capítulo con los otros dos. El de trabajo a domicilio 
prácticamente copia en forma textual el Convenio 155 de la OIT -obviamente, la reglamentación 
determinará cómo aplicarlo-, porque establece que quien esté trabajando a facon -el propietario de un 
taller que hoy funciona a facon- es considerado empresa. A partir de la ley está regido por todas las 
vicisitudes que se aplican a un trabajador, adquiere derechos o se lo equipara con los demás 
trabajadores en lo que refiere, por ejemplo, a salario vacacional, licencia, aguinaldo y, eventualmente, 
despido. También hay un fuerte componente que tiene mucho que ver, como es la negociación 
colectiva. De acuerdo con lo que establece el texto legal, ese tallerista que hoy ingresa al registro como 


trabajador a domicilio, podrá luego negociar colectivamente la tarifa mínima que deberá cobrar por 
cada una de las prendas, lo que habrá que discutir en ese marco y reglamentar. 


Como sindicato hemos hecho mucha prospección en cuanto a la cantidad de trabajadores o 
de talleres que van a optar entre ser trabajadores a domicilio o continuar en el régimen de empresa. 
Esto es válido y esa es la disyuntiva que tendrán muchos talleristas. Sabemos que muchas veces esos 
talleristas existen porque sus trabajadores recurren al sindicato a denunciar una informalidad, pero lo 
que comienza siendo una situación conflictiva termina en una conversación o discusión entre pares. No 
hay diferencia entre un tallerista y el trabajador dependiente en cuanto a sus condiciones laborales y a 
su perspectiva laboral, pero cuando pasa raya a fin de mes muchas veces ve que no le dan los 
números para pagar a sus empleados lo establecido por el Consejo de Salarios. 


En los últimos días, cuando hablábamos con esos talleristas que están al frente de pequeños 
talleres, sobre la posibilidad de acceder al subsidio -que es una parte importante y que no lo fue a 
plantear el sindicato, sino que concurrió por una informalidad, tema que forma parte de otro capítulo-, 
nos decían: “Bueno, pero si es esto me puede permitir, en muy poco tiempo, comprar una máquina 
Overlock, tener dos máquinas más, adquirir ese planchón o concentrar el trabajo para no mandar a 
planchar o a ojalar afuera”. Eso nos permite tener un relacionamiento con esos talleristas muy diferente 
al mantenido hasta el momento. Hoy debemos considerarlos empresarios y tendremos conflictos y, 
muchas veces, discusiones fuertes con el que no cumpla lo establecido en el Consejo de Salarios. 
Creo que esto hay que analizarlo en su totalidad y en su globalidad porque las tres partes se vinculan. 


En cuanto al capítulo del subsidio, creo que se comienza a hacer historia porque es la 
primera vez que en forma acordada y consensuada por todas las partes, ese subsidio que vendrá del 
Estado también será compartido entre las empresas y los trabajadores. Por lo que conozco, esta sería 
la primera vez que una parte de un subsidio del Estado destinado a fortalecer un sector industrial, 
también repercutirá en el salario de los trabajadores. Por lo tanto, creo que con este proyecto de ley se 
podrá hablar de un antes y un después en la industria de la vestimenta en general. 


SEÑOR FUSCALDO.- Soy Presidente de la Cámara Industrial de la Vestimenta y quiero expresar que 
prácticamente comparto casi todo lo que se ha dicho hasta ahora. Si bien todo esto se ha hecho en 
forma consensuada, me gustaría mencionar un punto que considero neurálgico para que esto 
realmente funcione. 


Por deformación profesional y por mi calidad de empresario voy a plantear una serie de 
números vinculados a este tema. En la actualidad, el negocio de la vestimenta representa US$ 
625:000.000 por año, de los cuales, en el 2010, US$ 161:000.000 correspondieron a las importaciones 
-este año alcanzarán los US$ 200:000.000-, la producción es de US$ 140:000.000 de los que US$ 
100:000.000 se venden localmente y US$ 40:000.000 se exportan y US$ 362:000.000 -este es el 
resultado de una cuenta que hacen los economistas- corresponden al sector informal, lo que 
demuestra que existe una pérdida fiscal más que interesante. Hoy la informalidad representa el 58%, 
aunque en el 2005 la cifra era del 48%, por lo que es estructuralmente creciente. De estos US$ 
325:000.000, la pérdida fiscal -me refiero al IVA, recargos, gastos de importación, etcétera- solo en 
Aduana y por diferencia de precios, alcanza los US$ 35:000.000 por año. Hago estas aclaraciones 
porque nosotros no compartimos el monto del subsidio y nos parece que no podemos recoger un 
subsidio que no cumpla su misión. En este punto discrepo un poco con el señor Moreira -ambos 
conocemos el tema porque lo hemos discutido antes- sobre los montos y en relación a cuánto ayuda a 
las empresas chicas y a los trabajadores. Ahora viene la parte más difícil que es explicar por qué hago 
estas afirmaciones. Para ello creo que debo hacer un poco de historia sobre cómo nació este proyecto 
de ley. Esta propuesta nació, básicamente con la misma estructura, pero el primer capítulo relativo al 
subsidio planteaba una reforma realmente estructural del negocio de la vestimenta. En la actualidad, 
este negocio presenta un porcentaje muy alto de informalidad que es estructural -el señor Moreira dijo 
que era coyuntural pero creo que quiso decir estructural- y esto no es algo que suceda solamente en 
nuestro país sino que también ocurre en Argentina, Brasil y en casi todos los países subdesarrollados. 
Entonces, es muy difícil explicar que nos neguemos a un subsidio de US$ 27:500.000, sin riesgo de ser 
malinterpretados. Hoy, cuando el proyecto de ley está siendo analizado en el Senado, esto puede 
leerse como una estrategia de presión, como algo extemporáneo, falto de coherencia con el proceso 
realizado y con el tiempo que invertimos hasta ahora. 


Debo recordar que el ahora Presidente de esta Comisión, señor Senador Martínez, en 
ocasión de ocupar el cargo de Ministro de Industria, Energía y Minería, conoció el proyecto de ley y su 
origen, le dio su visto bueno y lo aprobó. Esto comenzó hace mucho tiempo y ha representado muchas 
horas de trabajo, pero cuando pasó por el Poder Ejecutivo para ser transformado en proyecto de ley, 
dejó de ser una reforma estructural para ser un apoyo circunstancial a través de un subsidio. Como 
todos, nosotros entendemos que un subsidio es un esfuerzo que hace la sociedad para permitir el 
tránsito de una situación de crisis a un escenario sustentable. Nos parece que ese camino ya fue 
recorrido en la Legislatura pasada, entre los años 2007 y 2010, momento en que a raíz de ese subsidio 
se creó un Consejo que tenía como misión buscar soluciones estructurales. 


El monto del subsidio impacta porque US$ 27:500.000 no son poca cosa. Sin embargo, si se 
analiza en detalle esta cifra en siete años podremos observar que a los tres primeros años 
corresponden US$ 5:000.000 anuales, y después el monto va disminuyendo. Estos US$ 5:000.000 
anuales se reparten de la siguiente manera: un tercio para los trabajadores -arribamos a ello de común 
acuerdo-, un tercio para las empresas y otro tercio para inversiones. Cada tercio de esos US$ 
5:000.000 es algo menos de US$ 1:700.000, es decir, US$ 140.000 por mes, que serán distribuidos 
proporcionalmente en una masa salarial de diez mil trabajadores registrados y aportantes al Banco de 
Previsión Social. Si logramos algún objetivo tendremos que dividir por un número más grande, lo que 
no me molesta, todo lo contrario, porque queremos que todo se formalice, pero el resultado va a ser 
menor. Estamos hablando de US$ 14 por mes para el trabajador, US$ 14 para cada uno de los 
funcionarios cotizantes que la empresa tiene y US$ 14 por mes para inversiones. El 85% de las 
empresas tienen menos de cinco trabajadores y difícilmente logre comprar una máquina con US$ 14 
por mes, pues una máquina más sofisticada comandada por una computadora vale arriba de los US$ 
2.000. En realidad, los subsidios no arreglan los problemas, los estiran y hacen al sector dependiente 
de su continuidad y, lo que es peor, crean una cultura mendicante, que no es lo que venimos a hacer. 


Resulta lógico cuestionar por qué no consideramos este tema antes o por qué se plantea hoy 
cuando está a punto de aprobarse la ley. Por supuesto que lo tratamos antes y se hizo lo imposible 
para rescatarlo. En el año 2010, cuando el proyecto se trató en la Comisión de Industria, Energía y 
Minería de la Cámara de Representantes, en forma tripartita intentamos modificarlo y se devolvió -con 
el acuerdo de Diputados- al Poder Ejecutivo con la propuesta de concentrar el subsidio en tres años, 
en lugar de siete, para mejorar el impacto. Recién en abril de este año el proyecto de ley volvió del 
Poder Ejecutivo, sin ningún cambio, manteniendo los siete años y la cuenta que señalamos 
anteriormente. Vuelto a Comisión y para salvar nuevamente la iniciativa, junto con los trabajadores, 
explicamos tanto en la Cámara de Representantes, como al Poder Ejecutivo a través de una nota, la 
necesidad de adoptar un paquete de medidas complementarias con soluciones para el sector y, 
además, ganancia fiscal. Allí acompañamos este proyecto de ley con un “no” rotundo, en señal de que 
estábamos en el borde y que las medidas complementarias eran condición fundamental para lograr los 
objetivos de la ley. Reitero: el paquete de medidas no tenía costo fiscal, por el contrario, dejaba una 
ganancia de US$ 35:000.000 por año. Lamentablemente, hace dos semanas, el Poder Ejecutivo 
denegó en bloque todas las medidas planteadas, incluso, aquellas que eran apenas de buena 
administración como, por ejemplo, impulsar el cumplimiento de la normativa hoy vigente. Esta es una 
resolución tan difícil de entender como puede serlo que nosotros digamos “no” a US$ 27:500.000. 


Este es el escenario que explica, ya no la negativa a que salga la ley, sino que todos 
tengamos claro de que los US$ 27:500.000 no cambian la situación del sector. 


Para terminar, me permito citar dos frases del informe “Prospectiva 2020”, encargado por la 
Dirección Nacional de Industrias al consultor y profesor de la Udelar, economista Adrián Rodríguez, 
especialista en desarrollo, que consideramos es la mejor base técnica y que, reitero, fue contratado por 
el Poder Ejecutivo y no por nosotros. Destaco textualmente de ese informe lo siguiente: “De por sí, el 
hecho del subsidio no garantiza una evolución positiva”. En muy pocas palabras, esta frase, sintetiza 
nuestra visión. La otra frase que destaco dice: *...no puede pensarse de acá a diez años sin considerar 
que lo que pase en los próximos dos o tres años es mucho más relevante, al punto de dudar si hay 
horizonte 2020 o no tiene sentido plantearlo”. Ya pasaron 
seis meses de esos dos o tres años y para que esta ley entre en vigencia deberán transcurrir seis 
meses más. 


No quiero insumir más tiempo a la Comisión. Adelanto que estoy a las órdenes para 
cualquier pregunta que los señores Senadores deseen realizar y aclaro que todo lo que he expresado 
está documentado. 


En síntesis: apoyamos el proyecto de ley, pero no su Capítulo |; nos parece muy bien el tema 
de la trazabilidad y compartimos totalmente el trabajo a domicilio pero, si no hay empresas, difícilmente 
haya trabajadores que puedan tener buenas condiciones de trabajo. Hoy nos enfrentamos a una 
coyuntura muy importante y todos conocemos la pérdida de competitividad que complica aún más este 
tema. 


SEÑOR DUTRUES.- Como muy bien manifestó el señor Fuscaldo, estamos hablando de un sector que 
en Uruguay maneja un volumen de negocios de US$ 625:000.000 y tiene alrededor de 20.000 
trabajadores. Por lo tanto, consideramos que en función de todo lo que mueve, si este sector no 
existiera, habría que crearlo. Por suerte, el sector existe; entonces, tenemos que trabajar para salvarlo. 
Es por ello que hemos pensado en la trazabilidad, en el trabajo a domicilio y vemos con buen agrado - 
tanto los trabajadores como los talleristas- el tema del subsidio. 


Con respecto a la informalidad, hoy se hizo hincapié en los 7.000 a 10.000 trabajadores que 
se encuentran en una situación informal. Pero al observar los números de lo que ingresa en el rubro 
importación y lo que mueve el mercado, se concluirá que hay contrabando y una gran informalidad en 
la entrada de la mercadería. Con la trazabilidad intentamos combatir todo eso; se busca lograr un 
nuevo etiquetado haciendo que todas las prendas estén identificadas, que conste dónde y quiénes las 
confeccionaron y si se ha contado con la cantidad de trabajadores suficientes. Por ejemplo, no puede 
ser que alguien importe 1.000 prendas y que luego haya 10.000 en el mercado; todos sabemos que 
esto ocurre porque los controles no siempre son efectivos. 


Por lo expuesto es que nosotros, como sindicato, seguimos defendiendo la ley en su aspecto 
general; pensamos que lo que ayer fue un beneficio hoy debe estar acompañado por medidas 
complementarias -para lo cual seguimos trabajando en una tripartita- para que el sector no ingrese en 
una crisis mayor y se puedan salvar estos puestos de trabajo. Es por ello que pensamos que el 
proyecto de ley debe ser acompañado en su totalidad. 


SEÑORA FEIJOO.- Soy Secretaria General del Sindicato Único de la Aguja, maquinista especializada 
y trabajadora en Everfit. 


Adelanto que no voy a hablar de millones de dólares. Si bien en un principio no fue el 
sindicato el que aportó en lo que tiene que ver con el subsidio, siempre estuvo luchando por la 
trazabilidad y el trabajo a domicilio. 


Realmente, los trabajadores debemos agradecer, aplaudir de pie al Parlamento porque exista, 
por primera vez, un subsidio. Para nosotros, US$ 14 mensuales significan algo más de $ 200 y como 
nuestro sueldo mensual oscila entre $ 7.000 y $ 10.000, obviamente que en cuatro meses, $ 800 o $ 
900 es dinero con el que podemos pagar los championes para nuestros hijos o, tal vez, el club 
deportivo, que es algo a lo que los trabajadores generalmente no tenemos acceso. 


Somos 20.000 obreros, de los cuales el 85% son mujeres. Entonces, si partimos de 10.000 
personas en situación informal, me pregunto cuántas compañeras estarán pasando carencias, viviendo 
en condiciones que muchas veces no son las que quisiéramos para todos los trabajadores. Sabemos 
que a veces esto no es un problema de los empresarios; sabemos que como han perdido 
competitividad muchas veces deben hacer frente a carencias que imponen los mercados; sabemos 
que la mercadería que ingresa al país, concretamente de China, les perjudica. A pesar de todo esto, 
ponen la mayor buena voluntad para que nosotros podamos recibir mejores salarios y si bien es cierto 
que, por ejemplo, desde la Cámara Industrial de la Vestimenta se apuesta a que tengamos condiciones 
de trabajo más dignas, no hemos logrado un salario decente que nos permita a nosotras, como 
mujeres en su mayoría solas, tener la vida que deseamos. 


Para nosotros este proyecto de ley es un orgullo. 


Cuando en las fábricas o en las asambleas dijimos a las compañeras que concurriríamos al 
Parlamento para hablar sobre este proyecto de ley con los señores Senadores, ¡había que ver las 
caritas que pusieron! Además, nos preguntaban: “¿Y, las van a escuchar?” Les decíamos: “Sí, nos van 
a escuchar porque vamos a hablar sobre la importancia que tiene terminar con el trabajo en negro”. 


Recuerdo que en más de una oportunidad tuvimos una discusión con el señor Ernesto Murro, 
Presidente del Banco de Previsión Social, quien nos dijo: “Denuncien dónde está la informalidad”. 
¿Qué vamos a denunciar? ¿Acaso podemos denunciar a una compañera que después de hora trabaja 
a facon y a la que le pagan $ 20 por armar un pantalón? ¿A quién puede aportar esa compañera por el 
armado de ese pantalón por el que le pagan $ 20, cuando con esos $ 20 de pronto puede comprar la 
leche y un pan? 


Realmente, la situación por la que atraviesan los trabajadores es muy compleja para todos. Y, 
si bien este proyecto de ley no va a mejorar las cosas de un día para el otro, por lo menos todos 
sabremos que en la interacción que debería existir entre el Estado, los empresarios y los trabajadores 
vamos a lograr que en un proceso determinado las cosas empiecen a cambiar. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Pertenezco al Congreso Obrero Textil y represento al sector tejido de punto. 


Coincido con lo que acaba de señalar la señora Liz Feijoo pero, sobre todo, con el hecho de 
que para los trabajadores es importantísimo tener una ley que los ampare desde todo punto de vista; 
no se trata de que los ampare solo desde el punto de vista del salario, sino que lo haga también en lo 
que tiene que ver con sus condiciones de trabajo y las de los trabajadores a domicilio. Nunca 
discutimos con los empresarios sobre que no estábamos de acuerdo con consensuar en algún 
momento el tema de las medidas complementarias. 


Como dije, consideramos que este proyecto de ley para los trabajadores es muy bueno y que 
deberíamos mantener, a nivel de la sectorial de la vestimenta -como lo venimos haciendo-, la 
discusión, el diálogo acerca de cómo podemos incidir ante el Poder Ejecutivo y plantear lo que se 
propone como medida complementaria. Obviamente que no desconocemos lo que sucede con el 
Brasil, con la Argentina ni con el contrabando de China, como así tampoco que probablemente a los 
empresarios no les resulte rentable el negocio por todas las cargas sociales. Aquí no estamos 
planteando diferencias, sino que este proyecto de ley, de acuerdo con lo que hemos consensuado con 
los empresarios, es muy positivo para los trabajadores y para ellos también. 


Pedimos a los señores Legisladores que aprueben cuanto antes este proyecto de ley para 
que podamos seguir trabajando en conjunto con los empresarios y con el Poder Ejecutivo a fin de 
incidir, repito, de manera consensuada, en el resto de las medidas que fueron solicitadas. 


SEÑOR LUBINSKY.- Pertenezco a la Cámara Industrial de la Vestimenta. 


Coincidimos totalmente con lo que ha expresado el sindicato; de hecho, sobre eso se ha 
venido trabajando en los últimos años. 


El problema radica en que la ley, desde su sanción hasta el presente, se desnaturalizó 
totalmente y cambiaron muchísimas reglas de juego en lo que a mercado y competitividad refiere. 


Sin ánimo de entrar en detalle -sobre los que, si se decide, más adelante podemos 
profundizar- quiero reafirmar dos o tres conceptos. Ante todo quiero decir que esta ley por sí sola no se 
puede sostener. Si tomamos los últimos cuatro años -tengo en mi poder una lista- veremos que de 83 
empresas formales importantes, solo quedan 34 -la semana pasada cerraron dos más-, es decir que 51 
de ellas cerraron. Estamos hablando de empresas con diez, veinte, treinta y hasta sesenta años en el 
mercado. 


Entendemos que hay US$ 27:500.000 de fondos públicos que lamentablemente no 
solucionan los dos conceptos fundamentales que están en el primer párrafo de la ley: la sustentabilidad 


del sector y la mejora de la pérdida de competitividad. 


Para terminar con algo bien gráfico quiero agregar que el economista contratado por el 
Gobierno que citó el señor Fuscaldo ha hecho un estudio en el que llega a coincidir con que la pérdida 
de competitividad ha llegado al 28% y no hablemos del dólar, de las variables ni de nada. Las 
empresas exportadoras pudimos llegar a trasladar no más de un 5% a nuestros clientes; es algo que 
no se puede absorber porque hoy el mercado es mundial. Si hacemos los números exactos 
comprobaremos que el beneficio que otorga esta ley por el 28% de pérdida de competitividad no llega 
al 1%. 


Si bien logramos un consenso general respecto de un montón de medidas maravillosas - 
trazabilidad, trabajo a domicilio, etcétera- que todos apoyamos y lo venimos haciendo desde el primer 
día en esta Mesa, no entendemos ni vamos a entender cómo se dispone de US$ 27:500.000 para algo 
que no soluciona nada. 


Con respecto a todas las medidas complementarias propuestas, hace exactamente diez días 
el señor Ministro nos contestó, de una forma transparente y sincera -lo cual valoramos profundamente-, 
que habían sido planteadas y no tuvieron cabida alguna. 


Para terminar expreso que no hay que ser demasiado inteligente para decir que con esta 
situación de empresas activas y cerradas más la falta de competitividad, lo que estamos haciendo es 
escribir el certificado de defunción de la industria de la vestimenta. ¡Ojalá se pudiera encontrar una 
forma de proyectarla con todas las mejoras que se han mencionado aquí! Pero, ¿de qué mejoras 
podemos hablar si no hay dónde aplicarlas? 


Muchas gracias. 


SEÑOR FUSCALDO.- Esto tiene una clave política que nosotros no podemos arreglar y es uno de los 
dos aspectos que tuvimos en cuenta para tomar esta posición. Si respondemos que sí, no podremos 
hablar nunca más porque se dirá: “Se les dio US$ 27:500.000 y no les alcanzó”; y si respondemos 
negativamente, seguramente se nos dirá: “Les ofrecimos US$ 27:500.000 y los rechazaron”. En 
definitiva, tenemos un dilema de hierro: marchamos de cualquiera de las dos maneras. Disculpen la 
forma de expresarme pero no se me ocurre una más clara. Creo que ahí es donde pueden ayudar 
realmente quienes tienen peso político. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MOREIRA.- Pertenezco al Sindicato Único de la Aguja y quisiera agregar dos aspectos que 
me parece hay que tener muy en cuenta. La propia ley establece que esa Comisión que mencioné 
antes, con la participación de los actores directamente involucrados en el mundo del trabajo de la 
vestimenta, exige establecer parámetros para poder medir la actual competitividad del sector y 
compararla para ver los efectos que tiene todo este paquete de medidas. Algunos de esos parámetros 
de medición están constituidos por el incremento de la cantidad de trabajadores en el Banco de 
Previsión Social y un vuelco en sentido contrario a como viene dándose la balanza comercial, es decir, 
cuánto exportamos contra cuánto importamos. Otro componente que para el sindicato resulta bastante 
sustancial es que cualquier subsidio que se ha brindado hasta el momento en alguna industria exige 
una contraprestación por parte de las empresas. Uno de los requisitos para recibir ese subsidio es 
estar al día con el Banco de Previsión Social y con la Dirección General Impositiva. Además de esos 
requerimientos -que obviamente tienen que estar-, la propia ley establece otros como, por ejemplo, una 
especie de certificado de responsabilidad social de las empresas. Pero, ¿qué significa la 
responsabilidad social de esas empresas? Se refiere, nada más ni nada menos que a las condiciones 
laborales de sus trabajadores, al relacionamiento con la parte patronal, a si existe o no negociación 
colectiva, si se les brinda capacitación. Son un cúmulo de aspectos que hacen a la competitividad del 
sector, porque todos ellos juntos no solo benefician a los trabajadores sino también a las empresas. Si 
los trabajadores están más capacitados, obviamente habrá un incremento en la productividad. Si 
existen formas más adecuadas de negociación colectiva y de relacionamiento entre empresarios y 


trabajadores, evidentemente, ello va a repercutir en una baja de la conflictividad y un aumento de la 
competitividad. 


Nosotros dijimos que los tres capítulos que contiene el proyecto de ley no deben ser vistos 
por separado porque están entrelazados y tienen elementos que son altamente importantes a la hora 
de definir si esta iniciativa es o no positiva. Obviamente, nunca estuvo en el ánimo del Consejo 
Sectorial de la Vestimenta resolver todos los problemas a la vez; eso está claro. La propia ley establece 
que un año después esa Comisión asesorará al Poder Ejecutivo sobre la efectividad o no de la 
aplicación de este paquete de medidas. Transcurrido ese año es posible que los empresarios y los 
trabajadores le digan al Poder Ejecutivo que eso no alcanzó y se necesita otra cosa, ya que se está 
hablando de un beneficio por siete años. También habíamos consensuado -empresarios y 
trabajadores- que en lugar de siete años de subsidio fueran tres aunque con la misma cantidad de 
dinero, para tener un impacto mayor. O sea que no se planteó un incremento del monto del subsidio 
sino que fuera más compactado. Sin embargo, como eso no fue posible, acordamos que de todas 
maneras se hiciera a siete años. 


Tenemos que basarnos en esos parámetros -si hubo o no aumento, si hubo o no impacto- 
para medir la competitividad, y al año asesorar al Poder Ejecutivo y sugerirle otras medidas 
complementarias o los aspectos de la ley que tendrían que ser modificados para mejorar la situación, si 
existe voluntad política. 


Esto fue aprobado por unanimidad en la Cámara de Representantes, o sea que estamos en 
inmejorables condiciones y, además, dentro de los plazos que el propio estudio de prospectiva 
establece, que es de dos o tres años. Entonces, dejemos que la ley actúe durante un año para ver qué 
sucede y luego asesoremos al Poder Ejecutivo en aquellos aspectos que entendamos que deben ser 
cambiados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos escuchado a la casi totalidad de los integrantes de la delegación que 
nos visita. Simplemente para tratar de ordenar el debate, sugiero que primero hagamos todas las 
consideraciones de carácter general -sin duda, son todos los temas que se han puesto sobre la mesa- 
y posteriormente comencemos a considerar el proyecto de ley por capítulos para trabajar con cada uno 
de ellos. 


De manera que con mucho gusto estoy ofreciendo el uso la palabra, sin restringir la libertad 
sino -reitero- con la intención de ordenar la sesión. 


SEÑOR ABREU.- No sé si el tema es discutir en general porque, en realidad, en las Comisiones 
escuchamos la opinión de los interesados y planteamos las preguntas pertinentes para ir formándonos 
opinión a medida que se va avanzando en su comprensión y en el mecanismo interno de cada 
proyecto de ley. 


Obviamente, los capítulos están muy bien separados; hay aspectos muy importantes 
relacionados con la trazabilidad e, inclusive, con el aspecto laboral. 


Sin embargo, yo haría algunas preguntas técnicas para empezar a trabajar en este asunto, sin 
entrar en el análisis de carácter político o de conveniencia respecto del sector. 


Estamos hablando de un subsidio que, obviamente, está vinculado a la producción. Pero, por 
lo que he visto, no estaría directamente relacionado con ella porque no está atado, por lo menos dentro 
de los porcentajes que manejé. Sí está vinculado a un sector que después accede al mercado externo 
con ciertos productos y en determinado porcentaje. 


Sabemos que en el ámbito multilateral hay tres tipos de subsidios: prohibido, recurrido y 
aceptado. 


La primera pregunta es cómo consideran ustedes este subsidio desde el punto de vista de la 
Organización Mundial del Comercio; cómo se defiende un subsidio que eventualmente pueda ser 
impugnado, observado o utilizado, tal como se hace en general últimamente por parte de algunos 
países que siempre justifican medidas de limitación de acceso al mercado con alguna excusa de esta 
naturaleza. 


No me voy a pronunciar sobre el tema de los montos; creo que podemos coincidir. 


En segundo lugar, si el subsidio produce proyección hacia el mercado externo, es decir, al 
sector que exporta, ¿el sistema de devolución de impuestos acumula subsidio o no? 


Con respecto a este asunto, quiero decir que tengo y voy a mantener una posición constante 
contra la eliminación del sistema de devolución de impuestos. La historia tiene su historia, no solo en 
épocas de oficialismo, sino también de oposición. 


Creo que no es correcta la forma en que se está realizando la eliminación del sistema de 
devolución de impuestos. Me parece que técnicamente se ha fallado en la identificación de los 
porcentajes de devolución de impuestos de los sectores exportadores. 


Sin perjuicio de esto -que es un paréntesis-, tenemos la devolución de impuestos, un subsidio 
-eventualmente en el mercado externo- y un paquete adicional que se ha solicitado al Poder Ejecutivo 
para apoyar un proyecto de viabilidad, de sustentabilidad y, sobre todo, de mayor competitividad o 
mayor productividad. 


La tercera pregunta tiene que ver con cuáles son los aspectos del paquete de apoyo que el 
sector considera que han quedado por el camino y a los que el Poder Ejecutivo dijo que no y por qué 
motivos lo hizo. 


Muchas gracias. 
SEÑORA CORSINI.- La primera pregunta es cómo justificamos el subsidio. 


Primero que nada quiero decir que en el Consejo Sectorial Tripartito no se propuso un 
subsidio, ni siquiera del lado de los empresarios. Los trabajadores dejaron bien claro que no lo habían 
pedido -y nosotros menos- y los empresarios tampoco lo pidieron. 


Ellos hicieron una propuesta de medidas que, consideraban -y lo consensuamos entre todos-, 
podían mejorar la competitividad del sector y lograr su sustentabilidad. 


El Ministerio de Economía y Finanzas fue el que ofreció un subsidio; dijo que eso era lo único 
que podía ofrecer. 


Eso es lo primero que quería señalar, y creo que todos estamos de acuerdo. 
SEÑOR FUSCALDO.- Así es. 
SEÑORA CORSINI.- Consulto porque ya han pasado aproximadamente dos años. 
Creo que esto contesta la pregunta formulada; es una política de gobierno. 


De cualquier manera, entiendo que se trata de un subsidio permitido porque es sobre la 
producción aunque, como bien decía el señor Senador Abreu, en realidad no es sobre la producción 
sino sobre la masa salarial, pero está relacionado con remuneraciones y personal ocupado que sí está 
relacionado con la producción. 


SEÑOR ABREU.- Eso es recurrible. 
SEÑORA CORSINI.- En tal caso es recurrible; no es sobre las exportaciones. 


La segunda pregunta es si la devolución de impuestos se acumula con el subsidio y se 
considera complementario. Esto lo hemos tomado como una subvención que se nos ofreció 
independientemente de la devolución de impuestos. Voy a contestar esto junto con la tercera pregunta 
porque están muy vinculadas. El paquete complementario incorpora una cantidad de medidas sobre las 
que nosotros, como Ministerio, hicimos un estudio de impacto, de costos para el Estado, de pérdida y 
ganancia de recaudación. Estudiamos algunas medidas a nivel de informalidad. Del estudio surgió que 
el saldo es positivo. 


El paquete incluye un incremento en el porcentaje de la devolución de impuestos. Nuestra 
oferta como Gobierno fue pasar del 4% al 6%; en realidad, ofrecíamos un incremento mayor pero lo 
acotamos para lograr una mayor racionalidad. 


Asimismo, se pidió una exoneración de los aportes patronales. Al respecto debo decir que en 
nuestro estudio los bajamos del 7,5% al 3%, pero se solicitaba su exoneración. Cuando hicimos los 
cálculos vimos que siempre había ganancias para el Estado. 


En cuanto a la participación de los trabajadores en la mesa de valoración, se manejaban otras 
medidas, como el enfrentamiento al contrabando. No se trataba de medidas como los precios de 
referencia u otras que muchas veces se plantearon, más allá de que no es parte de nuestra política 
establecer una protección de tal tipo. Sí hemos pensado en alguna fórmula de cálculo a través de la 
cual podríamos llevar a determinado nivel lo que se pierde por el contrabando. Tratamos de ver cuánto 
se recaudaría si esos productos del contrabando tributaran como deberían hacerlo. 


Por otra parte, hay una cantidad de medidas menores -de costo prácticamente nulo- que 
serían de acomodamiento del sector a la situación actual. Debo decir que cuando nuestro Ministerio 
dijo que no a las medidas complementarias no pensó en esas medidas menores ni en aquellas que 
solamente tratan de ajustar la operativa, sino que se manejaron medidas más fuertes, como aumentar 
la devolución de impuestos, bajar el aporte patronal y enfrentar el contrabando con medidas que 
podrían no ser aceptadas. Por eso se hizo un acuerdo entre nuestro Ministerio y el de Economía y 
Finanzas, y no se aceptó, como había sido planteado, que los trabajadores estuvieran en la mesa de 
valoración. 


Creo que la respuesta fue típicamente para medidas de peso sobre las arcas del Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, señalo que entendí lo de las medidas complementarias, pero 
el señor Fuscaldo dijo que se habían planteado reformas estructurales y no subsidios. Entonces, la 
primera pregunta que quiero hacer es cuáles son esas reformas estructurales. 


La segunda pregunta que voy a plantear es la siguiente: ¿qué es lo que más juega sobre la 
competitividad? Seguramente nuestros invitados lo saben mejor que yo, pero quiero poner ejemplos. 
¿Cuánto juega China? ¿Cuánto juega el tipo de cambio? ¿Cuánto juega el grado de modemización? 
¿Cuánto juegan los precios internacionales de los productos de exportación o de importación para 
poder competir? 


Estas son las dos preguntas que quería formular, sin perjuicio de que posteriormente se siga 
contestando otras. 


SEÑOR WOLF.- Me preocupa un planteo que hizo el Senador Abreu sobre la OMC y me pregunto por 
qué siempre tenemos esa preocupación. Por ejemplo, Argentina aplica la postura de importar un dólar 
si exporta un dólar y no creo que cuente con el permiso de la OMC. Por su parte, Brasil va a dar una 
ayuda importantísima y, en ese sentido, el lunes en la Dirección Nacional de Industria recogimos este 
informe en el que se anuncian subsidios millonarios para la industria. Entonces, ¿por qué tenemos que 


preocuparnos de la OMC si otros países, vecinos nuestros -básicamente nuestros mercados de 
exportación hoy por hoy-, toman medidas sin consultar a esa Organización? 


Por otra parte, quería hacer una precisión sobre algo que dijo el señor Moreira. Él habló de 
uno o dos años, pero no estoy seguro si en uno o dos años el sector existirá. 


SEÑOR FUSCALDO.- Con respecto a la pregunta sobre las reformas estructurales, debo decir que 
originalmente propusimos -fue una postura de consenso- sustituir el régimen de seguridad social que 
hoy tiene la vestimenta por otro similar al de la construcción, donde se compensan los recursos de los 
aportes patronales y de los trabajadores mediante la vía de un impuesto. Sería algo así como el 
COFIS, en este caso, una especie de COFIS a la vestimenta. La idea no es original, pues la aplica 
Brasil. Esto tenía tres virtudes: bajaba los costos de las empresas, aumentaba un 25% el salario de 
los trabajadores porque se ahorraban todos los descuentos y desalentaba la informalidad laboral. 
Según la encuesta de hogares, quienes trabajan en negro son 13.000 trabajadores y hay 23.000 en el 
sector, pero si no tienen que pagar nada el trabajador ni el patrón, no van a estar en negro. Se atacaba 
la competitividad que, desde el punto de vista del mercado local, pasa a ser neutra porque se reduce el 
costo, lo que a la larga reduce el precio; y ese precio que se bajó se compensó con el impuesto o con 
el COFIS. Desde el punto de vista de la exportación hay un doble beneficio porque, por un lado, como 
es un impuesto nacional, carga sobre la importación y, por otro, les ahorra a los exportadores las 
cargas sociales. 


Veamos lo que ha venido pasando desde 2005. Ese año Uruguay tenía una balanza comercial 
prácticamente equilibrada en los Capítulos 61 y 62, que son los que comprende la ley. A fines de 2010, 
la balanza comercial es un 130% negativa: explotó la importación y bajó sensiblemente la exportación. 
Entendíamos que esta era una medida que atacaba todos los temas casi al mismo tiempo, sacando el 
incentivo económico que implicaba trabajar en negro. 


Con respecto a China, debo decir que lo que exporta Uruguay no compite con lo que fabrica 
ese país por varios motivos; para empezar, no competimos en precio -en la vestimenta, ni en otros 
rubros- y eso no es una novedad para nadie. Sin embargo, Uruguay tiene huecos de mercado en los 
que es específicamente competitivo, por lo menos en la región. Antes el país era competitivo en el 
mundo, pero ahora está quedando atrapado en la región. 


Es del caso puntualizar que, con los señores Senadores Abreu y Bordaberry, “peleamos a 
brazo partido” por la firma de determinadas condiciones de origen para acceder al mercado mexicano. 
Hoy nos resignamos porque no somos competitivos en dicho mercado, estamos perdiéndolo, caen las 
exportaciones a ese país y suben las destinadas a Brasil, al igual que a Argentina durante este año. 
Esto ha sido posible por la lucha, “transpirando”, pero estamos ingresando en el túnel del tiempo. Esta 
“película” ya la vimos, sabemos qué va a pasar y los riesgos que se corren, pero no hay otra 
alternativa. 


El tipo de cambio es el que hay. Históricamente, se compensó -como creo que hace todo el 
mundo- por vías indirectas cuando hay atraso cambiario, como lo llaman los economistas, pero como 
yo no lo soy digo que los números no me dan. 


En lo que hace al nivel tecnológico, debo decir que el precio promedio de lo que importa 
Uruguay es de US$ 12 el kilo de vestimenta y el de lo que exporta supera los US$ 40. Quiere decir que 
vendemos calidad; no somos competitivos por precio, sino por cercanía, servicio, tipo de producto y 
series cortas. Contestando la tercera pregunta, cabe señalar que en este negocio la incidencia del valor 
agregado es muy importante porque multiplica por tres el costo de la materia prima. Un tercio equivale 
al costo de la materia prima, otro tercio a salarios y el tercero a gastos generales. A mayor valor 
agregado, peor es la competitividad. 


Si se observan las exportaciones en conjunto, se verá que han aumentado en el caso del 
Capítulo 63. Hoy ya existe una traba de Brasil respecto de las mantas y las sábanas. ¿Por qué 
Uruguay exporta mantas y sábanas? Porque tienen poco valor agregado, ya que con esa materia prima 


hay un salto de la partida arancelaria, y como los otros no están dormidos, dicen: “No, este negocio es 
muy fácil para ustedes”. Entonces, se nos tranca. 


Con respecto a la aduana y a los números que se mencionaban hace un momento, cabe 
señalar que el precio promedio que Uruguay importa de China por kilo es de US$ 9,50. El precio 
promedio que Argentina importa de China por kilo -que debería tener la misma composición de prendas 
que en Uruguay- es de US$ 17. Por su parte, los brasileños pagan US$ 13. 


Hay ejemplos lamentables de precios en Aduanas que no responden a los del mercado 
internacional. Tenemos casos curiosos de 12.000 camisas a US$ 0,27; de 77.000 pantalones a US$ 
1,50; de 11.000 pantalones a US$ 0,99, entre otros. Confiamos en que se pueden desarrollar los 
controles necesarios y, por tal razón, pensamos que los trabajadores debían formar parte de la Mesa 
de Valoración de la Aduana y aspirar a tener como mínimo un promedio, entre Brasil y Argentina, de 
US$ 15. Ahí hay US$ 15,50, de los que US$ 5,50 representan, entre el arancel, el adelanto del IVA, 
etcétera, US$ 35:000.000. Podríamos hacer un detalle pero, para no hacer aburrida esta descripción, 
en definitiva decimos que ese es el resultado. Todos estos números que hemos dado están 
refrendados y tienen un respaldo detrás. 


En la actualidad se está produciendo el fenómeno de que los empresarios se están 
transformando en traders. Voy a solicitar que se me concedan algunos minutos más para mencionar 
algunas citas del trabajo que hizo el economista Rodríguez. En una parte de este trabajo dice: “Una 
pregunta interesante es si el subsidio modifica la realidad de costos y competitividad del subsector 
como para revertir la tendencia actual de conversión de empresarios de la producción de vestimenta a 
importadores y distribuidores o al negocio de traders, intermediando entre producciones con origen 
externo que se colocan también en mercados externos. En efecto, la capacidad y know how 
empresarial del subsector, al menos de los empresarios 'grandes' que persisten en la actividad, junto 
con la capacidad de desarrollo de producto, constituyen un activo muy importante para abordar un 
negocio, como el de una trading, para el que se cuenta con la principal ventaja y se evita el talón de 
Aquiles' del subsector, que son los costos de producir en el país.” Podría hacer otras citas pero no 
quiero aburrir a los señores Senadores. Sin embargo, destaco que todo el trabajo está alineado en esta 
forma. El economista Rodríguez continúa diciendo: “Sin embargo, la mano de obra que hoy se ocupa 
en esas fábricas puede tener problemas de inserción en otras actividades, dada su especialización 
muy alta (en la operativa de la maquinaria que es bastante específica y en todas las fases del trabajo 
manual que acompañan a las fases automatizadas, incluyendo oficios particulares como el de 
remallado o zurcido), con habilidades que no tienen un valor fuera del sector, además de que la 
actividad tiene un perfil importante de empleo femenino, siendo todas estas condiciones probablemente 
factores que dificulten la posterior inserción laboral en otra actividad. Además, se trata de trabajadores 
con cultura del trabajo, cumplimiento de horarios, que asumen responsabilidades, etcétera.” Aquí hay 
que encontrar un punto de equilibrio entre una solución rápida o una a largo plazo. En ese sentido, 
vuelvo a plantear el cuestionamiento que se hace en cuanto a si vale la pena pensar en el futuro, ya 
que este partido se juega en los próximos dos años. 


SEÑOR MOREIRA.- Voy a intentar ser más breve que el señor Fuscaldo. 


Quisiera referirme a algunas de las preguntas que hacía el señor Senador Abreu y con 
relación a si esto va en contra de las medidas de la OMC me interesa aclarar que se tuvo particular 
cuidado sobre esos aspectos y se llegó a una opinión consensuada en cuanto a que no viola ninguna 
norma de este organismo. En cuanto a la devolución de los impuestos y si se acumula o no, ya fue 
aclarado por la señora Corsini . Por otro lado, el señor Senador Abreu preguntaba qué cosas quedaron 
afuera del proyecto de ley y el señor Fuscaldo hizo referencia a algunas cuestiones que estuvieron en 
debate. Nosotros podríamos mencionar otras que también se discutieron y decir que no todas fueron 
consensuadas porque jamás consensuamos -y no lo vamos a hacer- algo que implique un peso más 
para la población uruguaya. Por nuestra parte, estuvimos en contra de que esto se financiara con un 
impuesto -llámese COFIS o cualquier otro- porque no pretendíamos que las medidas que se tomaran a 
favor de la industria de la vestimenta fueran en detrimento del poder adquisitivo de los trabajadores, de 
los empresarios o de la población en general. Nosotros también propusimos una serie de cuestiones en 
este proceso que llevó más de dos años de discusión y que finalmente terminó en un consenso. 
Evidentemente, tanto nosotros como los empresarios tuvimos que recoger una cantidad de aspectos y 
hubo que consensuar. El producto que tenemos encima de la mesa, es decir, el proyecto de ley, ha 


sido el resultado de un consenso. Si me preguntan si este proyecto de ley es maravilloso, debo decir 
que no, aunque sí es muy bueno. Está claro que no es maravilloso ni va a resolver todos los problemas 
de la industria, de los trabajadores y de los empresarios pero creo que es una herramienta fundamental 
para combatir una serie de flagelos que han afectado a esta industria desde el punto de vista 
económico y social. 


Quiero mencionar un aspecto porque aquí también se habla de la fiscalización y demás. 
Nosotros estamos de acuerdo en integrar la mesa de valoración en la Aduana, porque cuando a los 
trabajadores nos dicen “vení y participá”, vamos y participamos hasta en la discusión de qué color 
pintamos la pared; es así, nos gusta e interesa participar. Quizás, esto demostró que no es efectivo, 
pero con esta ley estamos creando una Comisión Asesora integrada por todos los organismos que 
tienen la potestad y obligación por parte del Estado de fiscalizar: el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, el Banco de Previsión Social, la Dirección General Impositiva y la Aduana. Por primera vez, 
funcionando todos juntos en la misma Comisión, tendrán la posibilidad -con el asesoramiento de los 
trabajadores y de los empresarios, algunos denunciarán ciertos aspectos y otros cosas distintas- de 
coordinar esas inspecciones de manera conjunta: tanto el Banco de Previsión Social, el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social como el de Economía y Finanzas. Me parece que esta es una fortaleza más 
que tiene esta ley, independientemente de todo lo que fue quedando afuera y de si la responsabilidad 
social-empresarial tiene que ser o no, como decimos los trabajadores, a través de una norma 
internacional que se denomina SA8000. 


Con respecto a la pregunta realizada por el señor Senador Abreu en el sentido de qué 
aspectos quedaron afuera o por el camino, digo que ninguno, y ello fue producto del consenso. En 
cuanto a si tiene que haber otras medidas complementarias, por supuesto, que creo que sí. Quiero 
decir que estamos de acuerdo con algunas de las medidas propuestas por ambas Cámaras, otras 
tendremos que discutirlas, pero nosotros también tenemos nuestro paquete de medidas 
complementarias, que no son todas de apoyo económico ni de devolución de impuestos o cosas por el 
estilo. Entonces, mientras esto se pone en marcha, tenemos el otro ámbito que no está perimido, que 
es el Consejo Sectorial de la Vestimenta donde, además, para la propia reglamentación de la ley, esa 
Comisión asesorará al Poder Ejecutivo -dispone de 60 días- sobre qué quiere decir cada uno de los 
artículos o cómo nos interesa que estén reglamentados. 


Creo que hay que analizar esta ley en la situación que hoy tiene el sector, pues hay algunos 
números en los que no consensuamos, aunque no vamos a poner sobre la mesa puntos sobre los que 
no acordamos, pero sí un aspecto que me parece sustancial. Me refiero a que este gremio en el año 
1985 -cuando este sindicato tenía miles de trabajadores afiliados, cuando habían fábricas con más de 
mil trabajadores- tenía más o menos veinte mil trabajadores y al día de hoy contamos con la misma 
cifra. Lo que ha cambiado es que aquellas grandes fábricas como El Mago ya no existen más, pero hay 
una atomización de la producción. Obviamente, en aquellos tiempos, tampoco incidía demasiado la 
importación de productos de países asiáticos “fundamentalmente de China, aunque 
también de otros países- que hace a una competencia desleal con la industria nacional, tanto dentro 
como fuera de fronteras. En su intervención, Elbio Fuscaldo señaló que no podemos competir afuera 
con los precios de China, pero tampoco podemos hacerlo adentro, salvo el ejemplo que él denunciaba 
de las camisas de veintisiete centavos. Sin embargo, con esta forma de fiscalización y el aporte de los 
empresarios y trabajadores, quiero ver dónde quedan esas camisas; quizás, tengamos que hacer una 
fuerte donación al Piñeyro del Campo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha sido una reunión muy constructiva, es la primera sesión que hemos 
realizado sobre este tema y, quizás en otro momento, los volvamos a convocar para seguir trabajando 
con más profundidad. Agradecemos la presencia de nuestros invitados. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 30 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


